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DOCTRINA POLITICA DEL PADRE SUAREZ 
POR 
SAHINO ALVAREZ GENDIN 
Estudiaren~os en las elucubraciones que haremos de la filosofía 
político-jurídica del Padre Srrárez estas tres cuestiones o rúbricas: 
, 
1.-Origen del Poder. 11.-~i~stiflcación del poder soberano estatal. 111.- 
'Valor jurídico y moral de la ley. 
El meollo de nuestro estudio radica en el Tratado De Legibirs 
ac Deo Legislntore, cuya altura intelectual es revelada por Bonilla y 
San Martín (1) en estas palabras: «Aunque Suárez solo E .u b' lese es- 
crito el Tratado De Cegibus, merecería ser leído eternamente», co- 
mo lo había sido por Adolfo Frank, miembro del Instituto de Fran- 
cia, que la calificaba «de inmensa obra que bastaría por si solo pa- 
ra ocupar la vida de un escritor ordinario» (2). También contiene 
doctrinas políticas en el libro ~Defensio fidei adversus anglicanae 
sectae errores». 
Discípulo Suárez, de Santo Tomás (3) a través de Melchor Ca- 
no, Domingo Soto, Pedro de Sotomayor y Juan Mancio, había de  







corregir las doctrinas supervivientes del feudalismo por las aue la 
rriajestas renlis de las Sociedades feudales parecen coincid la 
majestas persotzalis de los Príncipes, aunque supeditada al i r, 
sin que al advenir la formación de las Nacionalidades s o L L d l l a ~  e 
indepeni !radar se corrija en sastancia la doctrina, 
pues no 1 que polarizar esas soberanías personales 
compartidas entre el kmporador, y los Príncipes y Sellores, en la 
adscripción al Monarca, de donde los que desarraigan las doctri- 
nas de la soberanía fraccionada y compartida entre el Etilperador 
.y los Príncipes, como Grocio, Althusio y más tarde Hobbes, no ha- 
cen sinó sustentar o fa~ndamentar~las soberanías estatales en la so- 
beranía del Príncipe, del Ivionarca, exento ya del Etnp~raclor, aun- 
que según aquel último escritor lo haya recibido por enajenación 
perpetua del pacto popclar. 
Bodino en Francia, y Suárez en España, son quicnes reaccio- 
nan contra estas doctiinas absolutista~. El primero en los cSis li- 
vres de la Republique», publicada en 1576 y el segundo en el Tra- 
tado De Legibics aparecido en Coimbra e n  1612. 
El concepto de soberanía en Bodino, como poder supremo del 
Estado en lo interior e independiente de lo exterior, como un 
concepto prcleter o transpersonalista CO:IIO un s i ~ ~ ~ ~ c l i i r n  cor~~rrzcctic, y 
no como un sri~~jeiirtn propriuni del Príncipe, lo vemos acreditado 
también eh Suárez para quien el soberano es t i  obligado sin em- 
bargo, no solo a Dios (4), y a sus leyes divinas, y a las naturales, lo 
que accpta Bodino, sino al ius geritium internacional, en cuanto que 
el orden internacional, aún sin existir un poder supreino estático 
internacional, está sometido también al ius naticrale, es decir, deriva 
de éste, no su contenido, de quien difiere (9, pero si su fuerza 
normativa, o mejor diremos, su obligatoriedad deriva del princi- 
pio de  derecho universal, .pacta sunt servanda» (6). 
El poder soberano en Suárez está concebido como una insti- 
tución que persigue un fin. Se da un concepto, pues, instituciona- 
lista o n~etapersonalista y teleológico a la par, como observarernoc 
en las rúbricas 2 y 3 de esta disertación: ~Justificacióti del Poder 
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soberano del Estado» y «Valor ético y jurídico de la ley.>> 
No confundamos el origen del poder con la justificación del 
Poder supremo, aunque evidentemente lo segundo, suponga lo 
primero (7), aún referido a un criterio objetivo de  justicia, como 
pretende Heller (8). 
Lo primero es algo abstracto, así, pues, si el Poder al ejercitar- 
se lleva impreso un sello de la divinidad, y un deber de obedien- 
cia, ~ u d i e r a  aceptarse como algo conveniente y no necesario; pero 
de la naturaleza humana se desprende la necesidad de que exista 
ese Poder supremo y que alguien lo ejercite (9) para mantener el 
orden y promover la prosperidad en la sociedad hrrmana, aunque 
para ese ejercicio no se precise que el derecho lo ejercite una per- 
sona determinada y concreta, o un grupo de personas determina- 
das y'concretas, o que esa c~oncrección radique necesariamente en 
familia o dinastía alguna determinada. 
El Poder es una institución que se hace necesaria por la caída 
de la Humanidad en el pecado. El pecado de nuestros primeros 
padres atrajo irregularidades a las sociedades que requieren un 
gobierno ordenado de los hombres, a quien Dios permite ejerci- 
tar determinadas funciones públicas. 
La justificación del Poder tiene su principal argumento en la 
sociabilidad natural del hombre, en el appetittrs societatis, lo cual re- 
quiere una ordenación de la comunidad, máxime si falta la santi- 
dad del hombre. T a l  propiedad de la naturnleza humana se reve- 
la-según el Doctor Angélico-«en que es propio de1 hombre el 
uso de la palabra, por medio de la cual puede manifestar y expre- 
sar perfectamente a otros sus conceptos», lo cual proviene de 
Dios, porque según escribe filósofo de la Escuela tomista tan des- 
tacado como el P. Ceferino González (lo), «así como el carácter 
social del hombre no depende y trae su origen de la voluntad de  
éste, sino del Criador, que hizó sociable la naturaleza humana, así 
también depende y trae su origen del Criador», o, si se quiere, de  
la misma naturaleza humana, la autoridad suprema, elemento esen- 
cial y condición necesaria de la sociedad humana. Si el hombre es 
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socia! por naturaleza, además de este elemento natural, requiere 
el formal para subsistir, o sea, el principio unitario y de dirección, 
que organiza la multitud a la consecución de sus fines tempora- 
les (1 1) entre los que pueden comprenderse el permitir que las al- 
mas puedan encaminarse a la vida eterna (12). El vinculo social 
tiene como común denominador el lenguaje, bello patrimonio del 
hombre que lo distingue de los animales, al decir de Balmes. 
1.-ORIGEN DEL PODER 
Suárez corrobora los versículos escriturarios y proporciona 
mucha luz sobre el orgen del Poder y el modo de  cómo provie- 
ne (13). La opinión común es de que procede de Dios. Los hom- 
bres suministran solo la materia. Este era el apotegma suarista, pe- 
ro para definirlo sienta precedentemente razonables argumentos 
justificándolo, pues así la potestad deriva en manera inmediata de 
la comunidad forinada por todos los hombres mediante el consen- 
timiento de ellos, es decir, de un cuerpo mixto, de un órgano co- 
lectivo, de una comunidad política que puede-suplimos ciertas. 
omisiones de Suárez-ser el Cuerpo electoral o una aristocracia 
que se arrogue la representación colectiva cual sucede con nues- 
t ro  Consejo del Reino y las Cortes, según la ley de Sucesión. 
Como el autor próxinlo de la Comunidad es Dios, supuesta la vo- 
luntad de los hombres en reunirse en una Comunidad política, no 
está en su potestad impedir su jurisdicción, y vivir en perenne 
anarquía, de donde se sigue que el Poder no puede provenir jurí- 
dicamente de las voluntades de ellos, de los hombres, .como de 
propia causa eficiente. 
Y cita el ejemplo del matrimonio que se contrae por,voluntad; 
pero que por voluntad ni se disuelve ni se puede impedir la jerar- 
quía del varón por ser instituído el matrimonio por el autor de la 
Naturaleza. 
El Poder es dado por Dios a modo de propiedad que sigue a 
la Naturaleza. 
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Explica Suárez lógicamente, solo a simple vista heter6clita del 
Poder instituído por Dios, y atribución de  esa institución abstrac- 
ta  en personas o familias concretas, con el siguiente razonamien- 
to: «Y en la misma proporción; así como a cada hombre se ha da- 
do la libertad por el autor de la ! za, más no sin la inter- 
venció11 de la causa próxima o del or el cual es producido, 
así también esta potestad es dada id ~uiitunidad de los hombres 
por el autor de la Naturaleza, más no sin intervención de las vo- 
luntades y consentimientos de los hombres, por los cuales ha sido 
reunida y congregada tal ( -ad perfecta, negando, pues, que 
ningún Rey o Monarca tie ra tenido (según la ley ordinaria) 
inmediatamente de Dios r titución divina el principado po- 
lítico, sino mediante la voluntad e institución de los I.iombres.» La 
doctrina del origen divino del Poder no es óbice al origen inme- 
diato, institucional, hombre. o sea a través de la Comunidad con- 
ferida a 1 mas (sed iumntie 1x7 insiitrition~ 3-Ioc 
est ejrejiui iae axion I sostient I autor en el tra- 
tado «Deiciiaiu lidei advelaua aiislicanee S C L C ~ C  ~ ~ r o r e s ) > ,  (14) bri- 
llante alegato contra el derecho divino de  los reyes (15), que coe- 
táneamente a Suárez, pretendía prevalecer Jacobo 1 de Inglate- 
rra, y que ya anteriormente Vitoria contradijo. 
La doctrina de Suárez en cuanto al origen de la potestad civil 
se concibe con cierta analogía a la de Belarmino, el fiIósofo italia- 
no-y hermano de Orden-que afirma ser Dios fuente del Poder, 
y la mrrltitud el sujeto de  ese Poder, que recibe la potestad de 
Dios, pues no hay razdn para que un hombre mande o domitie 
más que otro, pero siendo la Sociedad una República perfei 
be gozar de la facal'tad de castigar a los perturbadores de 
Sin embargo, Belarmino no se adhiere tan terminantemrllLL Lu- 
mo Santo Tornás y Suárez a la tesis de la resistencia al tira 
mitieildo, sin embargo, el derecho a su enjuicianiiento y 
ciótl cuando se haga infiel, o coaccione a lbs súbditos a la ih'tidzli- 
dad o a la herejía. Alude a los Príncipes cristianos; atrihyen'dd el 
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Suárez alude, en apoyo de su tesis sobre la institucidn divina 
del Poder secular, a la conocida Epístola de San Pablo y que ya, 
antes que él, Vázquez de Menchaca y Domingo Soto comentaron 
(De iustitia et i u r ~ ,  libro 1 ,  quaes. 1, art. l), así como el texto agus- 
tiniano (De natura boni, cap. 32): aLa potestad de los que castigan 
no procede sin6 de Dios». 
Veamos ahora la justificación teleológica del Poder soberano. 
11. JUSTIFICACION DEL PODER SOBERANO 
e ejercita 
os desar 
. . .. 
El Poder o quien detenta el Poder debc r el bien común. 
Es la doctrina de Santo Tomás, que hemi rollado en nues- 
tra obra «Concepto católico del Estado y ia Justicia» (16). Es la 
doctrina de Suárez, como veremos. 
Dice Castán que alas modernas escuelas católicas mantienen 
esta tradición y han elaborado el concepto del bien común, ha- 
ciendo de él la pieza maestra de la concepción del Derecho. Ré- 
nard y sus discípulos han puesto en el bien común la base filosófi- 
ca de la teoría institucional» (17). 
Apreciamos el concepto institucional del Poder en Suárez, cuan- 
d o  observamos que él no se encarna en persona determinada, ni 
tampoco en la mayoría cuando se desvía del fin que debe perse- 
guir o sea del bien común. 
' Veamos, pues, cómo Suárez justifica la necesidad del Poder so- 
berano en estas palabras: «Solamente advierto ahora que en toda 
comunidad hay alguna potesias suprema en su orden, como es el 
Pontífice en la Iglesia, y en el Reino temporal el Rey, y en la Repú- 
blica que se gobierna por si misma, toda la República. Pues no 
puede haber cuerpo, sino monstruo y mutilado, sin cabeza. Y de 
esta cabeza, dice Santo Tomás (lugar citado, art. 3) que es la mis- 
ma muchedumbre, es decirala República, o el que hace sus veces, 
o el que es constituído por ella misma o el que lo es inmediata- 
mente por Dios, como se dirá abajo. Y por tanto, abstrayendo de 
ambas concluyo que la ley debe proceder de persona pública que 








tenga el cuidado de toda la multitud. Consta, pues, que la potes- 
tad de dar leyes humanas solamente está en la cabeza suprema, 
cualquiera que ella sea, por que ni puede procederse al infinito ni 
P 3er mayor poder en otro en aquel orden. Más en los 
P inferiores y subordinados habrá tanta cuanta les fuera 
c"iiiuiiiLdda por la cabeza, lo cual por la naturaleza de cada oficio, 
por la costumbre o por las leyes o privilegios se ha de entender, 
como más adelante se dirá extensamente» (18). 
La razón teleolónica del Poder soberano o sea e: perseguir el 
Poder sur n-iún, lo afirma Suárcz en estas palabras: 
"Es de es! de  la ley que se sanciona para el bien 
común, de tai manera, que por él principalmente sea dada. Así lo 
enseña Santo Tomás (lugar citado, q. 70), comentando el cual lu- 
gar opinan tarcbien así Cayetano, Conrado y otros tnodernos». 
«Así lo entiende también los intérpretes del derecho civil (1,  1, 
Dig. De Icgibris), que dicen que la ley debe ser precepto común, es 
decir, establecido por la común utilidad como expone aI1í niismo 
la Glosa, que sigue Baronio, Hason y otros.m 
«Tótnase adeniás esta verdad :le Aristóteles qu? (lib. 3, Ethic., 
cap. VI), dice, que el fin de la ciudad es vivir bien y felizmente, y 
por tanto añade: De la virtud y del vicio piensan públicamente los 
que tienen cI cuidado del dar buenas instituciones a la ciudad, 
que son las leyes. De donde, en el libro 4, cap. 1, añade: Que las 
leyes se han de  acomodar a la República,. no la República a las 
leyes.'> 
aPorque e1 bien de los particulares, coino más largamente diré 
luego, se comprende bajo el bien común, sino para que así de  los 
bienes de los particulares surja el bien común; ya también porque 
las leyes divinas se refieren a la fe1 terna, que en sí es bien 
común, y en cada individuo es de lirectamente intentada, 
aún sin orden a otra comunidad». ,,. 
El sentido institucional del Poder objetivo y transpersonalista 
lo aseveran estas palabras de Suárez, que acabamos de transcribir, 
icidad e 
suyo y c 
f l  a\ 
12 REVISTA DE LA 
sobre su concepción teleológica habida respecto del bien común 
de la sociedad. 
«Mas, cuando la potestad es dada inmediatamente por los mis- 
mos hombres, agrega el P. Suárez, es evidentísimo que no es para 
utilidad del Príncipe sino por el bien común de aquellos que la 
dieron, y por eso, los Reyes son llamados ministros de la Repúbli- 
ca, y añado también que son ministros de Dios, según aquello de 
San Pablo (ad. Rom. 13, y Sap. 6): Siendo ministros de su Reino, 
..... Deben, prres, mar  de aquella potestad para el bien de la Repú- 
blica de la cual y por la cual la recibieron» (20). 
Las atribuciones de la soberanía del Estado se descomponen, 
según Bodino en las siguientes: la potestad legislativa, la de decla- 
rar la guerra y hacer la paz, la del nombramiento de los funciona- 
rios, el derecho de justicia, el derecho de fidelidad y obediencia, el 
derecho de gracia y el de fijar la moneda y los impuestos; dere- 
chos o atribuciones que por entonces prácticamente ejercían o 
reivindicaban los Reyes (21). 
De entre éstas estima Suárez que se puede conferir al Príncipe, 
la potestad legislativa, la potestad de imponer tributos, la de san- 
cionar-jus ptrniendi-, y la de declarar el Estado ofendido la gue- 
rra, si no hay otra forma más humana de resolver el conflicto entre 
las Naciones y de reparar la injusticia (22) .  Todo ello son potesta- 
des de la institución,no de las personas en quienes encarna el Poder. 
Son atributos de la soberanía que justifica la propia inclinación de 
los hombres al mal. 
La potestad legislativa, radica según nuestro jurista, propia y 
solamente en el supremo príncipe soberano; más según la costum- 
bre puede requerirse el consentimiento del pueblo, al menos en 
cuanto a la aceptación. No era ésto lo normal en la época de Suá- 
rez; en que regían las Monarquías absolutas; pero Suárez, que ad- 
mitía el origen inmediato del Poder de la Comunidad(23),no repara 
en considerar, sin ser necesario, que ésta pueda reservarse el con- 
sentimiento de las leyes, lo que hoy se mantiene en algunos Esta- 
dos como en Suiza con el referendum. 
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«Pues, aGn cuando por el derecho civil parece que se colige, se- 
gún afirma Suárez, qae todos los que son principales magistrados 
que tienen régimen de provincias, pueden también dar leyes civiles, 
que suelen llamarse pretorias o derecho pretorio, de lo cual hay mu- 
chos títulos en el derecho civil; no obstante, de hecho no pode- 
mos asignar otra regla sinó la concesión o delegación que haga el 
príncipe supremo; pués tanta potestad tienen para este acto 10s in- 
feriores, cuanta les concede el Príncipe supremo, porque en él es 
sobcrana, pero en otros es subordinada a aquél». 
Aunque el régimen feudal, y el derecho de los señores a copar- 
ticipar de los atributos de  la soberanía, desaparecía de los hechos, 
como de la doctrina, desde Bodino, fué Suárez quien centró la so- 
beranía nacional en los Príncipes, en categoría de Reyes, aunque 
no como un poder propio, sino cot?ferido dando unidad a las Na- 
ciones, y no en Príncipes Magistrados regionales o provinciales, 
sobre los que no incide la soberanía. Si e: legislar es atributo de 
quien tiene la suprema potestad, y si ésta radicando en la Comu- 
nidad se transmite al Rey, la potestad de legislar tambien se tranc- 
mite a quien goza del Poder soberano, porque como arguye el Pa- 
dre Suárez, «la potestad regia y suprema ha sido trasladada de to- 
da Comunidad perfecta a la persona del Rey, de suerte que toda 
potestad de iegir a la Comunidad, que estaba en ella, fué transmi- 
tida al Rey, así también Ia facuItad legislativa, que estaba de  suyo 
y primeramente en la Comunidad en virtud de la natrrraleza de la 
cosan. 
La potestad real atrae o atribuye hacia si la facultad legislativa. 
«Esta conclusión no solo ha lugar respecto de aquellos príncipes 
supremos que se llaman Reyes, sino también en todos aquellos que 
no reconocen superior, en cuantc a la subordinación de la jurisdic- 
ción temporal, sean duques, sean condes, o se llamen con cualquier 
otro nombre; porque esta potestad consiste en jurisdicción, y no 
puede requerirse otra mayor que la suprema>> (24) potestad, sin 
embargo, conferida en segundo grado. 
Esta potestad estrictamente considerada, en cuanto que proce- 
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de del autor de la naturaleza como una consecuencia natural, no 
S iersona, ni en alguna comunidad especial, o de 
r ualquiera del pueblo, porque naturaltnente, solo 
se da esta potestad en la Coniunidad en cuanto que es necesaria 
f :onservaciÓn, y en cuanto se puede demo - el dic- 
t S la razón natural, y por esto solo se demr re es ne- 
cesario en toda Comunidad, y no en una persona o senado; luego 
en cuanto que procede inmediatamente de Dios, se entiende que 
solo la recibe la Comunidad, y no parte alguna de ella (25), sin 
sin que nadie tenga jurisdicción política sobre otro, ni hay razón 
alguna que lo atribuya a unos y no a otros (26). 
Afluye a la mente de Suárez la idea del origen inmediato demo- 
crático del Poder, pero no de que el Poder permanente y dinámi- 
co no sea una Monarquía, una Aristocracia como una Democracia. 
Quizá en ninguna parte como en España, Santo Tomás dejó 
S ioctrina política, apartándose de un lado 
r s-Vitoria y Suárez, principalmente-de 
los que aerenaian el derecho divino de los Reyes, para justificar y 
glorificar el poder obsoluto de los Monarcas y la tesis de l a  no re- 
sistencia al Poder,-teoría más protestante que católica-aunque 
no ha faltado propugnad~res de la teoría de la transmisión del Po- 
der temporal por los Papas (27), entibiadas por reducirse al círcu- 
lo de los Príncipes cristianos; apartándose de otros, de los que jus- 
tificaban el poder en las doctrinas pactistas, que ya tenían sirs parti- 
darios e11 el siglo XVII, para escatimar o negar rotundamente toda 
jrrstificación divina del Poder, lo que equivalía a montar el tinglado 
político en un terreno movedizo y, por lo tanto, anárquico, bien 
que el pacto, por el que se delega el Poder al Príncipe fuese revo- 
cable, como en Althusio («Tratado de Política»), bien no lo fuese, 
conlo en Hobbes ( D e  Cioe l7 Leoiatbatn) 
La encarnación de la potestad suprema en el Príncipe-en el 
Rey-ha de ser de tal suerte y en tal grado institucional, según 
Srrárez, que recibido legítiiiiainente de la Comunidacl, de inznera 
expresa o tácita, no influye para nada la condición personal, ni la 
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religión, ni el sexo, con tal que gobierne para el bien público, pues 
de lo contrario ilegitima el Poder. Dice, pues, el P. Suárez, «que 
tal potestad no requiere en el Príncipe o en el sujeto en que está, 
ni fe ni otro don sobrenatural. Se prueba porque o exige esta con- 
dición por derecho natural o por divifio positivo, o por eclesiásti- 
co; pero nada de ésto puede decirse». La idea del Poder en el Pa- 
dre Srrárez es !a que más tarde presidía la obra de  nuestro Queve- 
do  «La Política de Dios,,, más que una idea que presupusiera un 
derecho, ni siquiera del hombre confesional, es una idea impregna- 
da de deber. La misma idea objetiva e instituciona1 predomina en la 
concepción soberana del origen político rector, cuando pierde sur 
condición real y soberana, por el mal rrso de la potestad, cuando 
no persigue el bien público, pues como dice el ínclico jesuíta, de  
los principios de la fé se coIige rectamente que no se ha de obe- 
decer al magistrado temporal en aquellas cosas que se oponen a la 
preceptos sobrenaturales, si bien, no se deduce de ésto, 
- en el razonamiento anterior-que no pueda ser verda-. 
dero príncipe aquel que carezca de fé, o que no se le ha de  obe-. 
decer en aquellas cosas que pertenecen a la recta gobernación po- 
lítica y no son contrarias a la fé. Lo cual manifiestamente confirma 
la Escritura, (Dan. 2): Tti eres Rey y el Dioi del Cielo te dió el reitio, y 
era infiel; (el Rey) y en el Génesis, 49, se dice que hizo José la tierra 
de Egipto tributaria del rey Faraón, el cual era también infiel. Cons- 
ta, pues que esta facultad solo se funda, por su naturaleza en la ra- 
zón natural» (28). 
Se oponía Síiárez a la herejía de  los valdenses, a los cuales siguie- 
ron Wiclef y Juan Hus, que sostenían que los prínci uos o 
infieles no tenían potestad civil, y consiguienteiuentc o po- 
dían obligar a los súbditos con sus leyes, lo cual, se fundaban en 
9 L  'stad regia se ordenaba al bien común: «pues sería muy 
c O 11 bien común, si se hallase tal potestad en estos hom- 
bres inicuos, o perseverase en ellos; y por eso según argüían los 
propugnadores de  esta tesis, Saul, fué inmediatamente privado del 
Reino después que comenzó a desagradar a Dios (2, Reg. 15), y de  
ipeS inic 
:, que n 
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los reyes inicuos, dice en general Dios en Oseas: Reinaron y no por 
mí, es decir, no con legítima potestad». 
Sin embargo esta creencia para Suárt 6nea y 
denada en el Concilio de Constanza, sesiones 8 y 15 (29). 
Si por derecho natural prueba Suárez, coi110 3s de ex- 
poner que no es preciso la condición reli,'  losa en ; órganos 
del Poder, si no presupone la Religión, tampoco lo requiere el De- 
recho divino positivo, porque no puede demostrarse tal condición 
ni por la Sagrada Sscritura ni por la tradición. Antes, enseñan lo 
contrario San Pablo (ad Rorli. 13  y 1 Timoth. 2) y San Pedro (1 
car. c. 2), que amonestan a los fieles que rjetos a los reyes 
y príncipes que entonces don~inaban, los onsta que fueron 
infieles. le decirse que hicieron ésto los Apóstoles para evi- 
tar mal pues dicen expresamente, que son ellos ministros 
de Dios y que de él tienen el poder y que se les debe obedecer, 
no solo ior, sinó también por conciencia. De los cuales lu- 
gares cc !e desde el punto de vista del Derecho divino per- 
severa esta potestad en el infiel, no solo respecto de los otros in- 
fieles, sinó también respecto de los cristiaiios que les es L 
sometidos por justo título, pues precisamente, de éstos h 
particular los Apóstoles en aquellos luga - - 
Y que tal derecho no hubiera sido co 
gación y conservación de la fé; pues se S escan- 
dalos ni permitirían los reyes infieles que se ~ u y v  sus súb- 
ditos a la fé. 
La condición de que exijan algunas constituciones para un Je- 
;tado de profesar una determinada religión, (así Ir 
ña), no tiene otra raiz que el Derecho humano; 1 
en un ~ s t a d o  de unidad católica, puede regir el país sin oponerse 
al Derecho natural y al divino, quien no sea católico, respeta la 
voluntad y la unidad católica del pueblo que rige, según la tesis 
del filósofo granadino (30). 
El concepto institucional del Reino !o mantiene claramente 
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Y refuerza Suárez su argumentación juríc 
 cand do la inter- 
pretación legal del Concilio de Toledo Viii, cap. 10 de regibus, que 
dice: «No mirando los derechos del provecho propio, sinó aten- 
diendo a la patria y al pueblo». 
111. TITULOS DE JUSTIFICACION DE LA POTESTAD DE 
DAR LA LEY O VALOR JURIDICO DE LA MISMA 




3 la opin 
Discurre Suárez en el capítulo XIX de 1 del Tratado De 
Legibus presentando las discrepantes opin )re si la ley dima- 
nada del Príncipe tiene fuerza de obligar, por gozar de plenos atri- 
nía, sin requerir$ 3tación del pueblo, pre- 
ión de 10s que SI i para creer en esta nece- 
sidad, utilizando is sólido argumento, que debiendl 
se para el bien c i aceptación del pueblo es síntom 
conviene al bien pu~i ico .  L1n sector dentro de este criterio opina 
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solo con 
rtoridad. 
v t r a  opinion anrma que no es necesaria la sanción popular pa- 
ra que obligue la ley, es decir que obliga rvancia 
que esté suficientemente promulgada por tiene a u  
Suárez se inclina a esta última opinión, y no porque rechace el 
régimen den~ocrático, según se habrá podido observar en esta di- 
sertación, sinó porque argumenta que el régimen democrático por 
ser el pueblo quien da la ley, no necesita su ratificación, y donde 
no existe tal régimen-por ejemplo en el monárquico-fundamenta 
su criterio con estos tres razonamientos (33): Primero, porque 
donde no hay tal régimen el pueblo traspasó la potestad suprema 
al Príncipe sea él una persona física, como en la Monarquía, sea un 
consejo de próceres, como en la Aristocracia, sea algo compuesto 
de ambos, como es el Duque con el Senado o el Rey con los Co- 
micio~ del Reino; luego en todos estos casos, el que tiene de he.- 
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a los sú' 
cho. por  delegación, la potestad suprema para dar la ley, tiene 
también potestad para obligar a tod ?1 Reino que le acepten. 
Pruébase la consecuencia prime por la Epístola d e  San 
Pablo a los romanos, cap. 13: cToda alma está sujeta a las po- 
testades superiores». 
Segundo, porque de  otra suerte sería muy eficaz y manifiesta- 
ni a potestad, si no forzar bditos 
a ar la ley, y 
. _ _  u, porque consta por el uso, q u e  los Reyes, inmediata- 
mente que la ley es suficier decreta qulgada y pro- 
puesta, castigan a los trans , sin espi 3tación alguna 
dcl ~ u e b l o :  v aún fuerzan L U I ~  ~ J C I I ~ S  a obseivdlld Y ace~tar la .  D e  
d c se rieces ~nsent i rr  .1 pue- 
b l fuese d( co  cl rég la Re- 
pública, en cambio trasladada la potestad a un MondiLd vcrdade- 
ro, iio es tal aceptación del pueblo indispet-isable, si el Príncipe 
q,!icre usar de su potestad. 
Quiere decir que el Rey entoiices ejecuta la ley y aplica la san- 
ción a quien la transgride. 
La raz6n de obligar la ley positiva deriva de  la ley natural, pues 
e1 ) positivo es el rcsriltaclc, según Suárez, de  la deterini- 
n 2 las formas jurídica5 entre las que el Derecho natural re- 
C G r i i i c c  ~ ~ m o  admisible (35); perteneciendo a la autoridad legítima 
13 conservación y reparación del orden jurídico, mediante la pena 
(30). Si así no fuese sería injusto Derecho, y susceptible de  des- 
olsecliencia. Así discurre Suárez rcspecto del Rey que legisla o ac- 
tú?  injustamente, prescindiendo de  la perversidad en el orden pri- 
v.ido, que no  vicia su legitimidad. 
.<El Rey, aunque por otra parte siendo malo, guarda la hones- 
tiítad y justicia en dar las leyes, entonces, formalmente y en cuan- 
- 
t o  es Rey, es justa; la malicia aquella solo es concomitante, y por  
tanto, nada tiene que ver a potestad. Si ha ticia e 
iniqrrisdad en dar las leyes, I lo cosa torpe, y ( )r me- 
dio de tal acto, entonces la ley inícua no es ley, pues ha cido otor- 
con est;
nandanc 
. . .  
ice injus 
3bliga pc 
. . .  
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:n desol: 
e no pue 
I,, ,,m,, 
gada la potestad real para dar tales leyes,y puedenlos súbditos des- 
obedect il Rey en tal precepto, si es de co- 
sa inícuz eso, negarle, en absoluto, la obe- 
diencia tll ayuciiaa Luiai  yur; ~ ~ c s e n  justas» (37). De esta forma el 
Rey se convierte en tirano, perdiendo su potestad y la autoridad 
que Dios le otorga; legitimando toda persistencia a su poder. 
Ni más ni menos que hicimos nosotros con el Poder republica- 
no, cuando promulgó leyes oprol ;nidad humana y 
de  persecución a la Iglesia Católi :rimen y el asesi- 
nato eran no solo cometidos, sino promovidos desde el Gobierno, 
como se hizo cor? Calvo Sotelo, fué el ali o de Ias 
masas desmandadas, que, no contentándc r sangre 
inocente, convir lttrocinio y el S: en el ma 
quisito de sus a l  isaciables y devo Si ante 1 
dad cruzada de brazos, ante la anarquía y el desgobierno se legiti- 
ma la resistencia al Pode1 ) más an 
tiránicamente (38), despc te, critn 
segunda Repdblica española en 1336. 
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2. VALOR ETICO DE LA LEY (39) 
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Para exponer íbrica, debemos estudiar la justic 
ley. La uutorida< :ima por su institución; pero tam 
su ejercicio, pue ituye para el bien común de los i- 
En eso se dif nuestros juristas clásicos de los 
nos juristas denluciacoa, que propugnan un poder mayorlcaliu, a 
veces frente al bien común, en que de facto tampl iayorita- 




bien coniún, dice Santo 1 omas; y si este bien comrrn es secular, 
no puede pugnar con el primordial bien común, que es el de la 
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único ser dc la creación capaz de salvarse y condenarse-es porta- 
dor de valores eternos. 
La ley es precepto impuesto por aquel que tiene fuerza para 
obligar, y por tanto, es esencia de la ley que sea dada por quien 
tenga poder púb!ico. 
Esto sustentr! Santo ToinBc, y es como primer principio para 
ser considerado precepto moral (40). 
La !ey debe dimanar del que goza de un poder constituído le- 
gitimamente..Er; general, es legítimo e! Poder que actúa por la vo- 
lrrntad del pueblo o con su asenso, si viene s~cediéndose con arre- 
glo a las leyes seculares políricas; pero puede ser legítimo o legiti- 
mado el aue desconoce y sustituye un Poder tiránico, aun de ori- 
gen legítimo, y goce cle fuerzas para ejercer la soberanía. 
Quien tiene Poder legítimo puede dictar leyes a sus síibditos, 
pero t!o a quienes no SOE sus súbditos. 
Tres condiciones ha de requerir la ley para ser justa, según 
Suárez. (41) Debe, como primera condición, procurar el bien co- 
rnún, y consiguientemente guardar los derechos debidos a la Co- 
munidad. La !e), debe principalmente procurar este fin; luego de- 
be ser dada justemente. 
La segrrncla condición hacer referencia a la potestad legítima, 
debe dictrirse con justicia coiitnutativa, a la cual corresponde el 
que el legisl-rdor no mande más que lo que puede; I-, cual justicia 
es muy necesaria para el valor de la ley. De donde, si el Rey da 
una ley a los no súbditos suyos, peca contra justicia conmutativa 
respecto de ellos, aun cuando mande un acto honesto y útil de su- 
yo, y así, dijo Santo Tomás, que se requiere en la ley justicia o 
mejor, interpretaremos, jurisdicción de parte de quien la da. 
Adeinás, la ley -tercera condición - debe estar en posesión de 
la justicia distributiva de manera que lo que admite para unos 
-como justicia absoluta-sea para todos en las mismas circuns- 
tancias como justicia pública, porque mandando a la multitud es 
como distribuir la carga entre las partes de  la República en orden 
al bien común, y por tanto, como dice Suárez, es necesario que 
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en la distribución de aquella se guarde igual proporción, lo cual 
pertenece a la justicia distributiva. (42) Hoy diríamos mejor justicia 
equitativa. 
Entonces la ley es justa, y se podía hablar de iustitia legalis. 
La primera condición de que la ley se dice procurando el bien 
común, se corresponde sin duda con la justicia distributiva, en 
cuanto qrie ésta, según reconocen los alemanes (43) al referirse a 
la austeilende Gerechtigkeik, ordena precisamente las relaciones de la 
comunidad encaminadas al bien común; así, pues, sería una equi- 
tativa distribución de la riqueza, la iinpla~itaciór~ de seguros socia- 
les: maternidad, enfcri~iedad, vejez, paro, accidentes en favor de 
las clases obreras o menos pudientes. 
Obsérvese que Suárez habla de la justicia conmutativa, c o n o  
condición indispensable para una ley justa; mas parece referirse al 
poder jurisdiccional del Príncipe, y no a las relaciones entre parti- 
culares que se corresponde debidaniente (ius jtricturit) (44) en dar 
a cada uno lo suyo, lo cual corno obligación n~or.~I, aii~én de su 
obligación jurídica, tiene su raíz en la propia ley cittstzcia legalis), si 
no es claramente tiránica e impuesta por quien no tiene legítima- 
iiiente el poder. 
El fin de la ley, condición primordia! para que una ley sea jus- 
ta, o sea la teleología de la ley, es según atribuiinos a Santo To- 
más, el bien común de la c i v i t ~ i s .  
Santo Tomás expone que la ley justa obliga en conciencia. (45) 
Lo difícil es considerar cuando la ley es o no justa, puesto que el 
hombre damnificado por una ley, per el niero hecho del dafio, ia 
puede considerar injasta. 
Conio las leyes han de ordenarse al fin de l  Estado, lo que para 
Santo Tomás, según ya heinos visto, debe ordenarse al bien co- 
r,iún, cuando no se persiga este bien, sino el propio de 10s go- 
bernantes, ya hay un motivo para considerar injusta uiia ley que 
dafia. He ahí el precepto objetivo, normativo de la ley. 
No basta que obtenga11 un bien los qLic rigen 10s destinos de 
un país, si la ley beneficia a todos o a la generalidad. 
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Una ley de protección familiar, con recargos para las einpresas, 
porque beneficie al Ministro que la dictó si tiene muchos hijos, no 
es injusta para los patronos si beneficia a todos los ciudadanos, 
sean funcionarios públicos, sean empleados y obreros privados. 
Sería injusta una ley si se dictase en favor de los funcionarios 
públicos, desde los Ministros, y la Caja de Subsidios, y se sostu- 
viera solameíite por las Empresas privadas, y no por el Estado o 
colaborando, aunque el beneficio alcanzase a los dependientes de 
tales Empresas. 
Se considera injusta la ley por razón de su autor, es decir, si 
está dictada por órgano que no tiene facultades para dictarla o 
recibida la facultad de quien la tiene o la goza. 
A esto conviene afirmar que si hay medio de impugnar la ley 
injusta antes, debe utilizarse el procedimiento hábil para ello, que 
desobedecerla, y aun a veces obliga en el fuero de la conciencia, 
si la desobediencia acarrea escándalo o perturbación, pues según 
Santo Tomás, el hombre debe ceder de su derecho. 
Por su forma, pueden ser las leyes injustas, según el Santo, así 
pues, si se distribuyen desigualmente las cargas entre la n~ultitud, 
aun cuando se ordenen al bien común. En este último caso sí que 
es difícil discernir cuando la ley es o no justa o injusta. 
Como se trata de ordinario de burlar leyes fisca!es, de una des- 
obediencia individual pasiva, no produciendo escándalo ni provo- 
cando resistencia colectiva, qrreda redrrcida a un problema de éti- 
ca que corresponde resolver a los directores de conciencias. 
El fundamento de cbligar moralmente las leyes, lo tiene el Po- 
der, cuyo origen ya hemos visto está en Dios. Siendo la potestad 
institución divina, la ley que ella redacte, apruebe o dicte debe 
obligar en conciencia, por ser mandato de institución divina, aun- 
que inmediatamente proceda de la Comunidad; pero mediata- 
mente procede de Dios. (46) Como dice el Rvdino. Prelado de As- 
torga, doctor Mérida: «La autoridad proviene y exige el homenaje 
de una filial ol-jedienciam. (47) Es Suárez quien más apura la 'argu- 
mentación de teólogo moral y con más extensión presenta el pro- 
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blen~a ético del vigor de las leyes, como observamos. Se trata de la 
iustia legatis.que se toma de base para la justicia conmutativa de las 
relaciones de los hombres y que puede corresponder con la justi- 
cia distributiva. 
Suárez cita el versículo de la Epístula paulina a los romanos. 
«El que desobedece a la Potestad, desobedece a la ordenación o . 
voluntad de Dios. De consiguiente los que tal hacen se acarrean 
su condenación». 
San Juan Crisóstoino entiende que esta condenación de Dios 
se refiere a la responsabilidad ante El, pues el Príncipe es ministro 
de Dios, de donde se colige que se debe obedecer, no solo por 
temor a una sanción sinó por razón de conciencia, para evitar la 
culpa. 
Sigue Suárez a Santo Tomás eil cuanto que considera que se 
debe obediencia a la ley de Dios, y según el dictamen de la razón 
natural, resolviendo casuísticamente los problemas éticos, lo cual 
era muy propio y lógico en teólogos tnoralistas (48). 
La ley civil puede obligar, para el Doctor eximio, por su natu- 
raleza-como procedente de institución divina-a !pecado grave 
en principio, porque ciertamente en casos particulares no siempre 
es tan grave la obligación para que la transgresión de la ley civil 
merezca castigo de pena eterna, porque ni la misma ley divina y 
natural obliga siempre con tanto rigor en toda materia y acción 
cuanto más la ley dada por los hombres, aun erigidos éstos en le- 
gítima potestad y como tal de origen remoto divino. 
Ahora bien, si la ley ha de ser justa, y que concuerde con la ley 
natural, la injusta no obligará en conciencia. Y naturalmente Suá- 
rez, como buen tomista, tenía que planteársele el mismo problema 
que se le presentó a Santo Tomás. 
Resistir el Poder legítimo, es rebelarse al Poder de  origen divi- 
no. 
Según eso toda la ley debe obedecerse. iAh! pero cuando sea 
justa con arreglo a la recta razón. 
Así que, no solo frente al Poder ilegítimo sino frente al poder 
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legítimo puede resistirse o desobedecer sus mandatos legislativos 
ilegítimos o que se opongan a la ley divina y natural. 
Y resuelve el problema de  acuerdo con Cayetano y Santo To- 
más en las Disputacionesf;losó~cas, (49) frente a la tiranía. 
REVISTA DE LA 
NOTAS 
(1) «Historia de la Filosofía española., 1908, p. 23. 
(2) aLes publicistes du  XVII siécle. L' Ccole de resistence: Suárez, Mariana, 
Seldenn. Btrlleiin de 1' Academie de Sciences morrilrs et polítiques, ts. 93 y 94. Ref. por 
Torrubiano en la nota bibliográfica que precede a la traducción que hizo del 
«Tratado de las Leyes., t. 1, p. XLV. 
Equiparan los catedráticos de Filosofía del Derecho, señor Truyol y Galán en 
el escrito preliminar a la traducción que hicieron de «La filosofía contemporánea 
del Derecho y del Estadon de Sarenz, a Suárez con San Agustín y Santo Tomás 
aiciendo: «en el problema del Derecho natural, hay que continuar aquella gran- 
diosa y fecunda concepción de que San Agustín y Sto. Tomás y, muy especial- 
mente, nuestro genial Francisco 7aoier, fueron principales adalides én la historia de1 
pensamiento». Cabral de Moncada la «O vivo e o morto em a Suárez jurista*, 
1948, p. 22, juzga Suárez comparablecon Santo Tomás y tal vez con Hegel 
en los tiempos más próximos a nosotros, en los veinte y cinco in folios de su 
obra inmensa, coino uno de los mayores sistemáticos de todos los tiempos. 
(S) Cabral de i'vioncada. Ob. cit., pág. 7. 
(4) Sobre de la doctrina de Bodino en España, V. Maravall <Teoría espaíío- 
la del Estado en el siglo XVII,, 1944 Cfr. Tiern Galván. «El tacitismo en las 
doctrinas políticas del siglo de oro español». Analrs de la Universidad de Murcia,  
1947-48, págs. 914-15. 
( 5 )  Heinrich Romrnen, «La filosofía jurídica y política de Suárez.. «Suárez 
en el cuarto centenario de su nacimiento=. Núm. extraordinario de la Revista 
Pensamicnfo, 1949, p. 501. 
(6) Luño Peña, «Derecho Natural*, 1947, pág. 33. 
V. Hernández Gil: «Metodología jurídicas, cap. 1, n. 16. 
(7) V. Legaz Lacambra en .Estudios Internacionales». Madrid, 1935, pági- 
nas 66-70. 
(8) No obstante Hauriou lo identifica, pues dice la justificación del poder 
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es un problema filos6fico del origen del Poder. Le distingue de  la legitimidad 
que  es para él «un problema jurídico de  transmisión~. (Vid.  principios d e  Dere- 
cho público», traducción española, 1927, p. 187). 
(9) V. Cathrein, «Filosofía del Derecho*, trad. española, 1926, págs. 76, 142 
y 219. 
(10) ~~Filosofia Elemental», 11 1. 1907, p3g. 523. 
( 1  1) «Las teorías políticas de  Fraricisco Vitoria». «Anuario d e  la Asociación 
Francisco Vi tor ia~,  1931, pág. 185. 
(12) h i i t o ~ ~ i o  Burri, «Teorie politiche di San Tcmasc ed o diritto 
pubblico», 1884, págs. 13 y 14. Démongeot, «La théorie d u  ixte chez 
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(46) aLa restauracidn cristiana del orden político». «Concepto cristiano del 
Estado>, Carta Pastoral, 1919, p. 8. 
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